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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO PROPUESTO A LA PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 121 DE 2024 CÁMARA

por medio de la cual se declara el día de la cultura vallenata y se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO PROPUESTO A LA PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 231 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual se establece el cambio de nomenclatura, clasificación y código de empleo de los 
inspectores de tránsito, se modifica el Decreto Ley 785 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A LA 
PONENCIA PROPUESTA PARA CUARTO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

360 DE 2024 CÁMARA, 225 DE 2024 SENADO

por medio de la cual se modifica y establece un agravante al artículo 296 de la Ley 599 del 2000, Código 
Penal Colombiano y se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO DE PONENCIA PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 432 DE 2024 CÁMARA

por medio de la cual se desarrolla el sistema de turnos en el pago de cuentas de las entidades estatales - 
Ley fin de las extorsiones bajo la mesa.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN 
Y LAS COMUNICACIONES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 215 DE 2024 CÁMARA, 92 

DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se fomenta la investigación científica y tecnológica para combatir microorganismos 
multirresistentes y prevenir la resistencia antimicrobiana y se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 211 DE 2024 CÁMARA, 08 DE 2023 SENADO

por medio de la cual se introduce la modalidad de arbitraje para procesos ejecutivos, con el objetivo de 
contribuir a la descongestión del sistema judicial.

Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA

Secretario General 
Cámara de Representantes 
Congreso de la República 
Carrera 7 No. 8 - 68
Barrio
secretaria.general@camara.gov.co
Bogotá D.C. (BOGOTÁ D.C)

Número de Radicación : 2025076547-000-000
    Trámite : 773 CORRESPONDENCIA INFORMATIVA
 Actividad : 31 31 REMISION DE INFORMACION

 Anexos : 

Respetado Secretario Lacouture: 

De manera atenta, nos permitimos exponer los comentarios de la Superintendencia Financiera 
de Colombia (SFC) en relación con el Proyecto de Ley No. 211 de 2024 Cámara – 008 de 2023 
Senado “Por medio de la cual se introduce la modalidad de arbitraje para procesos ejecutivos, 
con el objetivo de contribuir a la descongestión del sistema judicial”, con el fin de remitir algunas 
consideraciones de carácter técnico que puedan nutrir las discusiones que se adelantan en torno 
a esta iniciativa legislativa.

Sea lo primero manifestar que, esta Superintendencia agradece las invitaciones hechas a esta 
Autoridad desde los diversos espacios que se han desarrollado para la construcción y trámite, 
es por ello y con el fin de coadyuvar al propósito del proyecto de ley desde una perspectiva 
técnica, esta Superintendencia1 amablemente pone a consideración las siguientes reflexiones 
frente al articulado: 

1Comentarios mediante solicitud de apoyo en correo electrónico del 8 de abril de 2025 de la Delegatura para Consumidor Financieros de la 
Superintendencia Financiera de Colombia a la Dirección de Investigación, Innovación y Desarrollo. 

 Radicación:2025076547-000-000
Fecha: 2025-05-16 16:22  Sec.día264573
Anexos: No

Trámite::773-CORRESPONDENCIA INFORMATIVA
Tipo doc::31-31 REMISION DE INFORMACION
Remitente: 50000-50000-DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN, INNOVACION Y 
DESARROLLO
Destinatario::ATM175853-JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA

Texto propuesto segundo debate Comentarios
ARTÍCULO 3. PACTO ARBITRAL PARA Salvo lo dispuesto en el artículo 4 de la 

EL PROCESO ARBITRAL EJECUTIVO.
Es un negocio jurídico mediante el cual las 
partes se obligan a someter al arbitraje la 
ejecución de títulos ejecutivos y las 
controversias derivadas del negocio 
subyacente del título afecto al pacto, que, 
además, se sujetará a lo previsto en los 
artículos 3, 4, 5 y 6 de la Ley 1563 de 
2012.

presente Ley.

ARTÍCULO 4°. INFORMACIÓN MÍNIMA 
Y PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. En 
los contratos celebrados con 
consumidores en los que se estipule un 
pacto arbitral o en relación con los cuales 
se pacte arbitraje se deberá suministrar al 
consumidor información clara, veraz, 
suficiente, oportuna, verificable, 
comprensible, precisa e idónea sobre los 
efectos y alcances del pacto arbitral y el 
proceso arbitral ejecutivo, así como 
indicar el derecho que les asiste de 
someter sus controversias ante la 
justicia ordinaria o ante las autoridades 
administrativas con funciones 
jurisdiccionales. No podrá ser un 
requisito o condición para el 
suministro de los bienes o servicios la 
aceptación del pacto arbitral.  

Esta información debe permitir al 
consumidor conocer los efectos del pacto 
arbitral, sus derechos, obligaciones, 
condiciones, y costos relacionados con el 
pacto arbitral y el proceso arbitral 
ejecutivo. 

PARÁGRAFO 1. La información 
suministrada al consumidor en relación 
con el pacto arbitral y el proceso 
arbitral ejecutivo deberá quedar 
registrada en medios físicos o magnéticos 
que puedan ser verificados, los cuales 
deberán presentarse al consumidor en 
un documento aparte al contrato 

Se incluye la salvedad de someter sus 
controversias ante otros organismos de 
justicia, con el fin de velar porque la 
estipulación y aceptación de un pacto 
arbitral como el que refiere el proyecto de 
ley, no derive en una limitación o renuncia 
al ejercicio de los derechos de los 
consumidores financieros, situación que 
en la actualidad es considerada una 
cláusula abusiva a la luz de lo dispuesto 
en la Ley 1328 de 2009 y en el numeral 
6.1.1. de la Parte I, Título III, Capítulo I de 
la CBJ.

Se propone incluir la especificidad de no 
ser un requisito para el suministro de 
bienes o servicios, pensando en 
productos como los seguros, 
particularmente los seguros de vida grupo 
deudor, que muchas veces por la 
dinámica del negocio son aceptados por 
los consumidores financieros para poder 
acceder a un crédito. 

subyacente.

En caso de incumplimiento de este deber 
por parte de la entidad, el consumidor no 
quedará obligado por el pacto arbitral, 
salvo que éste decida acudir al arbitraje o, 
habiendo sido convocado a un tribunal 
arbitral, no invoque la ineficacia del pacto 
a través de recurso de reposición contra 
el primer auto que se dicte en el proceso 
y siempre que haya sido debidamente 
notificado.

PARÁGRAFO 2. Cuando el pacto arbitral 
se incluya en un contrato celebrado por 
condiciones generales o por adhesión con 
un consumidor en los términos de la Ley 
1480 de 2011 o se refiera al mismo, se 
deberá suministrar al consumidor la 
información a que se refiere este artículo.

PARÁGRAFO 3.  En todos los contratos 
con entidades financieras, bancarias o 
cualquier otra entidad como neobancos
que preste dinero al público de manera 
profesional, la aceptación por parte del 
consumidor del pacto arbitral deberá ser 
especificada en la solicitud del crédito de 
forma independiente y no podrá ser un 
requisito o condición para el otorgamiento 
o desembolso del crédito. 
Adicionalmente, se prohíbe a dichas 
entidades la modificación de las tasas de 
interés, comisiones u otros cargos 
financieros en función de la celebración, 
aceptación o rechazo del pacto arbitral por 
parte del consumidor. 

Cualquier variación en las condiciones 
financieras del crédito deberá 
fundamentarse exclusivamente en 
criterios de riesgo crediticio y no podrá 
estar relacionada de manera alguna con 
la decisión del consumidor respecto al 
pacto arbitral. 

La definición de neobanco no existe. Se 
propone la eliminación.

El término de que “preste dinero al público 
de manera profesional” no resulta claro, 
pues no permite advertir si se limita 
únicamente a entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera, o si se 
extiende esta disposición a otras 
entidades del sector real o cooperado, 
que también prestan dineros al público.

PARÁGRAFO 4. Las partes podrán 
suscribir un pacto arbitral para resolver 
controversias relacionadas con 
responsabilidad contractual y 
extracontractual derivadas de las 
relaciones de tránsito y transporte aéreo, 
marítimo y terrestre, en conformidad con 
el procedimiento establecido en esta ley y 
en la ley 1563 de 2012, según sea el caso.

PARÁGRAFO 5. El incumplimiento de la 
presente norma por parte de entidades 
vigiladas por la Superintendencia 
Financiera será sancionado por dicha 
entidad, previa investigación 
administrativa, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 1328 de 2009, la 
Parte Séptima del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, y demás normas 
que los modifiquen o sustituyan.

No queda claro cuál será el régimen 
sancionatorio ni la autoridad competente 
cuando se trate de entidades que no están 
sujetas a la vigilancia de la 
Superintendencia Financiera. Constituiría 
un trato inequitativo que estén expuesto a 
sanciones administrativas únicamente las 
entidades pertenecientes al sistema 
financiero, asegurador y bursátil, no las 
entidades que no cuentan con habilitación 
legal para funcionar por parte de esta 
Autoridad, como aquellas que no captan 
recursos del público, las entidades 
pertenecientes al sector cooperado o las 
del sector real.

ARTÍCULO 6 EFECTOS DEL PACTO 
ARBITRAL EN MATERIA EJECUTIVA. 
Quien esté vinculado por el pacto arbitral 
acepta tácitamente:

1. El nombramiento de los árbitros 
ejecutores por parte del centro de 
arbitraje en donde se lleve a cabo el 
proceso, en caso de que las partes 
no lo hagan de común acuerdo.  

2. El nombramiento por parte del centro 
de arbitraje correspondiente de un 
árbitro de medidas cautelares previas 
por parte del centro de arbitraje en 
donde se lleve a cabo el proceso.

3. Los codeudores, deudores 
solidarios, avalistas, fiadores y 
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cualquier tercero garante, emisores 
de cartas de crédito que respalden la 
obligación, al suscribirse a la relación 
contractual, expresan su voluntad de 
adherirse al pacto arbitral y quedarán 
vinculados a los efectos de este en el 
proceso arbitral ejecutivo, salvo en 
los casos en que se suscriba un 
compromiso posterior al negocio 
jurídico subyacente, en los que solo 
quedarán vinculados si suscriben el 
compromiso, manifestando así su 
voluntad para adherirse al pacto 
arbitral. La vinculación de estas 
personas en el marco de 
relaciones de consumo se 
efectuará en los mismos términos 
previstos en los artículos 4 y 5 de 
la presente ley.

Se sugiere que la vinculación de estas 
personas al pacto arbitral se haga con las 
mismas exigencias y en los mismos 
términos previstos en el artículo 4 del 
proyecto de ley, particularmente en el 
parágrafo 3 cuando se tratan de 
relaciones de consumo, como las de 
mutuo. 

ARTÍCULO 29. PROCESO ARBITRAL 
EJECUTIVO DEL CRÉDITO 
HIPOTECARIO.  En el contrato de crédito 
hipotecario, en sus modificaciones o en 
acuerdos posteriores, las partes podrán 
acordar pacto arbitral en los términos de 
la presente ley.

Los créditos hipotecarios para vivienda 
requerirán un pacto arbitral especial, en el 
que se garantice la información en los 
términos de los artículos 4 y 5 de la 
presente ley. Los créditos hipotecarios 
para la adquisición de vivienda de interés 
social, en los términos del artículo 91 de 
la ley 388 de 1997 y demás normas que 
los sustituyan, así como los créditos 
hipotecarios para la adquisición de 
vivienda donde habiten menores de edad, 
no podrán ser objeto del pacto arbitral 
ejecutivo, ni mediante el consentimiento 
informado.

La ejecución hipotecaria se adelantará en 
los términos previstos en la presente ley y 
en lo no previsto, conforme con lo 
establecido en los artículos 467 y 
siguientes del Código General del 
Proceso.

PARÁGRAFO 1°. Para el otorgamiento 
de toda escritura pública de hipoteca 
sobre un bien destinado a vivienda que 
contenga pacto arbitral ejecutivo, el 
notario indagará al propietario del 
inmueble si ha sido informado sobre éste 
y, en todo caso le informará y advertirá 
sobre el alcance y efecto del pacto y el 
proceso arbitral ejecutivo. El notario 
dejará constancia expresa de la 
estipulación del pacto arbitral incluido en 
el contrato y de las consecuencias que 
esto implica. El notario que omita dejar 
constancia en la respectiva escritura 
pública de los deberes establecidos en el 
presente artículo incurrirá en causal de 
mala conducta.

PARÁGRAFO 2°. En el proceso arbitral 
ejecutivo para créditos de vivienda, los 
honorarios de los árbitros o gastos del 
centro de arbitraje serán asumidos en su 
integralidad por el acreedor ejecutante, en 
ningún caso se podrán imputar a las 
obligaciones del deudor ni requerir su 
pago.   

El incumplimiento por parte del acreedor 
de la presente norma podrá ser 
investigado y sancionado en los términos 
de la presente ley.

PARÁGRAFO 3. Cuando se trate de un 
acreedor hipotecario, que hubiere suscrito 
contrato de hipoteca con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley, 
éste podrá hacer requerimiento escrito al 
deudor hipotecario, para que dentro de un 

No resulta claro quién sancionaría por 
esta falta ni cual es el régimen 
sancionatorio al cual el acreedor estaría 
expuesto.

En ningún caso se condicionará la 
existencia del contrato, sus tarifas o 
condiciones particulares a la aceptación 
del consumidor financiero a sujetarse a un 
pacto arbitral.

Cordialmente,

FRANCISCO JAVIER DUQUE SANDOVAL
50000-Director de Investigación, Innovación y Desarrollo (E)
50000-DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN, INNOVACION Y DESARROLLO

Copia a:
Oscar Hernán Sánchez León
Carrera 7 No 8-62 oficina 103 Mezzanine Sur
Bogotá D.C.
BOGOTÁ D.C

Elaboró:
MARIA ALEJANDRA GUERRA PEREZ
Revisó y aprobó:
--SEBASTIAN DURAN MENDEZ

término de diez (10) días acuerde con él 
la procedencia del pacto arbitral ejecutivo 
para los fines previstos en la presente ley. 
El silencio del deudor hará entender su 
negativa al pacto.

cualquier tercero garante, emisores 
de cartas de crédito que respalden la 
obligación, al suscribirse a la relación 
contractual, expresan su voluntad de 
adherirse al pacto arbitral y quedarán 
vinculados a los efectos de este en el 
proceso arbitral ejecutivo, salvo en 
los casos en que se suscriba un 
compromiso posterior al negocio 
jurídico subyacente, en los que solo 
quedarán vinculados si suscriben el 
compromiso, manifestando así su 
voluntad para adherirse al pacto 
arbitral. La vinculación de estas 
personas en el marco de 
relaciones de consumo se 
efectuará en los mismos términos 
previstos en los artículos 4 y 5 de 
la presente ley.

Se sugiere que la vinculación de estas 
personas al pacto arbitral se haga con las 
mismas exigencias y en los mismos 
términos previstos en el artículo 4 del 
proyecto de ley, particularmente en el 
parágrafo 3 cuando se tratan de 
relaciones de consumo, como las de 
mutuo. 

ARTÍCULO 29. PROCESO ARBITRAL 
EJECUTIVO DEL CRÉDITO 
HIPOTECARIO.  En el contrato de crédito 
hipotecario, en sus modificaciones o en 
acuerdos posteriores, las partes podrán 
acordar pacto arbitral en los términos de 
la presente ley.

Los créditos hipotecarios para vivienda 
requerirán un pacto arbitral especial, en el 
que se garantice la información en los 
términos de los artículos 4 y 5 de la 
presente ley. Los créditos hipotecarios 
para la adquisición de vivienda de interés 
social, en los términos del artículo 91 de 
la ley 388 de 1997 y demás normas que 
los sustituyan, así como los créditos 
hipotecarios para la adquisición de 
vivienda donde habiten menores de edad, 
no podrán ser objeto del pacto arbitral 
ejecutivo, ni mediante el consentimiento 
informado.

La ejecución hipotecaria se adelantará en 
los términos previstos en la presente ley y 
en lo no previsto, conforme con lo 
establecido en los artículos 467 y 
siguientes del Código General del 
Proceso.

PARÁGRAFO 1°. Para el otorgamiento 
de toda escritura pública de hipoteca 
sobre un bien destinado a vivienda que 
contenga pacto arbitral ejecutivo, el 
notario indagará al propietario del 
inmueble si ha sido informado sobre éste 
y, en todo caso le informará y advertirá 
sobre el alcance y efecto del pacto y el 
proceso arbitral ejecutivo. El notario 
dejará constancia expresa de la 
estipulación del pacto arbitral incluido en 
el contrato y de las consecuencias que 
esto implica. El notario que omita dejar 
constancia en la respectiva escritura 
pública de los deberes establecidos en el 
presente artículo incurrirá en causal de 
mala conducta.

PARÁGRAFO 2°. En el proceso arbitral 
ejecutivo para créditos de vivienda, los 
honorarios de los árbitros o gastos del 
centro de arbitraje serán asumidos en su 
integralidad por el acreedor ejecutante, en 
ningún caso se podrán imputar a las 
obligaciones del deudor ni requerir su 
pago.   

El incumplimiento por parte del acreedor 
de la presente norma podrá ser 
investigado y sancionado en los términos 
de la presente ley.

PARÁGRAFO 3. Cuando se trate de un 
acreedor hipotecario, que hubiere suscrito 
contrato de hipoteca con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley, 
éste podrá hacer requerimiento escrito al 
deudor hipotecario, para que dentro de un 

No resulta claro quién sancionaría por 
esta falta ni cual es el régimen 
sancionatorio al cual el acreedor estaría 
expuesto.

En ningún caso se condicionará la 
existencia del contrato, sus tarifas o 
condiciones particulares a la aceptación 
del consumidor financiero a sujetarse a un 
pacto arbitral.

Cordialmente,

FRANCISCO JAVIER DUQUE SANDOVAL
50000-Director de Investigación, Innovación y Desarrollo (E)
50000-DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN, INNOVACION Y DESARROLLO

Copia a:
Oscar Hernán Sánchez León
Carrera 7 No 8-62 oficina 103 Mezzanine Sur
Bogotá D.C.
BOGOTÁ D.C

Elaboró:
MARIA ALEJANDRA GUERRA PEREZ
Revisó y aprobó:
--SEBASTIAN DURAN MENDEZ

término de diez (10) días acuerde con él 
la procedencia del pacto arbitral ejecutivo 
para los fines previstos en la presente ley. 
El silencio del deudor hará entender su 
negativa al pacto.
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CARTA DE COMENTARIOS SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA A LA 
PONENCIA PARA CUANTO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 430 DE 2024 

CÁMARA, 201 DE 2023 SENADO

por medio de la cual se establece y garantiza el derecho al olvido oncológico en Colombia y se dictan 
otras disposiciones.

Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretario General 
Cámara de Representantes 
Congreso de la República 
Carrera 7 No. 8 - 68
Barrio
secretaria.general@camara.gov.co
Bogotá D.C. (BOGOTÁ D.C)

Número de Radicación : 2025076064-000-000
    Trámite : 773 CORRESPONDENCIA INFORMATIVA
 Actividad : 31 31 REMISION DE INFORMACION
    Anexos : 

Respetado secretario general Lacouture: 

De manera atenta, nos permitimos exponer los comentarios de la Superintendencia Financiera 
de Colombia (SFC) en relación con la ponencia para cuanto debate del Proyecto de Ley No. 
430 de 2024 Cámara- 201 de 2023 Senado «Por medio de la cual se establece y garantiza el 
derecho al olvido oncológico en Colombia y se dictan otras disposiciones», con el fin de remitir 
algunas consideraciones de carácter técnico que puedan nutrir las discusiones que se adelantan 
en torno a esta iniciativa legislativa.

El proyecto de ley tiene por objeto «establecer y garantizar el derecho al olvido oncológico con 
la finalidad de que este sea un elemento que contribuya a la inclusión y no discriminación de 
todos los pacientes sobrevivientes del cáncer en Colombia». 

De acuerdo con el objeto de la iniciativa, esta Superintendencia considera loable toda iniciativa 
que pretenda la eliminación de obstáculos para el acceso a productos y servicios financieros, 
que permita una mayor inclusión para todos los consumidores financieros. 

     Radicación:2025076064-000-000
Fecha: 2025-05-16 08:46  Sec.día263207
Anexos: No

Trámite::773-CORRESPONDENCIA INFORMATIVA
Tipo doc::31-31 REMISION DE INFORMACION
Remitente: 50000-50000-DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN, INNOVACION Y 
DESARROLLO
Destinatario::ATM175853-JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA

Sin embargo, de acuerdo con la relación intrínseca del derecho a la intimidad con el derecho al 
olvido oncológico, la finalidad de la ley podría complementarse, no solo desde una perspectiva 
de inclusión y no discriminación, sino también, desde una perspectiva de protección al derecho 
de la intimidad.

Resaltado lo anterior, y con el fin de coadyuvar al propósito del proyecto de ley desde una 
perspectiva técnica, esta Superintendencia1 amablemente pone a consideración las siguientes 
reflexiones frente al articulado: 

«Artículo 2. 

ARTÍCULO 2º. Adiciónese un parágrafo nuevo al artículo 1058 del Código de 
Comercio – Decreto Ley No. 410 de 1971, el cual quedará así:

“Parágrafo. Se exceptúan de la obligación de declarar el estado del riesgo y de las 
sanciones por inexactitud o reticencia los tomadores y/o asegurados que hayan 
padecido y superado la enfermedad de cáncer siempre y cuando hayan transcurrido 
por lo menos cinco (5) años contados desde el final de su tratamiento, sin recaídas 
posteriores o la recurrencia de la enfermedad.

En los casos que el tomador y/o asegurado haya sido diagnosticado de cáncer 
cuando era menor de edad, el tiempo anterior se disminuirá a tres (3) años contados 
desde el final de su tratamiento, sin recaídas posteriores o la recurrencia de la 
enfermedad. Será nula toda renuncia a lo estipulado en esta disposición por la parte 
que haya padecido la enfermedad de cáncer.

1. Frente a la redacción de la propuesta: 

En primer lugar, frente a la redacción del parágrafo propuesto, se sugiere mantener el mismo 
criterio de la persona obligada a la declaración del estado del riesgo, esto es el tomador, o el 
modificar en igual condición a la propuesta el inciso primero de la norma respecto al incluir a 
tomadores y/o asegurados. 

Ahora bien, atendiendo a la definición de reticencia consignada en el artículo 1058 del Código 
de Comercio, como la conducta de la persona del tomador, no se comparte que la propuesta 
corresponda a una excepción de la mentada conducta. Pudiéndose para el efecto, considerar a 
la misma como una excepción frente a la aplicación de la sanción consagrada en el inciso cuarto 
de la norma, la cual indica: “Las sanciones consagradas en este artículo no se aplican si el 
asegurador, antes de celebrarse el contrato, ha conocido o debido conocer los hechos o 
circunstancias sobre que versan los vicios de la declaración, o si, ya celebrado el contrato, se 
allana a subsanarlos o los acepta expresa o tácitamente”.2

1Comentarios mediante solicitud de apoyo en correo electrónico del del 12 de agosto de 2024de la Delegatura adjunta para Intermediarios 
Financieros y de seguros de la Superintendencia Financiera de Colombia y  Comentarios del 13 de agosto de 2024 de la Delegatura para 
Consumidor Financieros de la Superintendencia Financiera de Colombia mediante solicitud de apoyo en correo electrónico.
2 inciso 4, Artículo 1058, del  Decreto 410 DE 1971- “Por el cual se expide el Código de Comercio”

Asimismo, y con el fin de tener claridad sobre la condición propuesta, partiendo de las 
condiciones del diagnóstico enunciado, se sugiere aclarar elementos tales como: cuándo se 
entiende superada la enfermedad de cáncer, la finalización del tratamiento y si la condición fuera 
aplicable a cualquier tipo de carcinoma. Lo anterior, teniendo en cuenta que no todos los tipos 
de cáncer tienen el mismo comportamiento por lo que el tiempo de recidiva y probabilidad de 
recaídas es diferente para cada uno de ellos.

Lo anterior, podría conllevar a una carga desmedida en contra de las aseguradoras quienes 
además de no conocer el estado del riesgo, tendrían que entrar a determinar el periodo en el que 
se comienza a contar ese término de 5 o 3 años, según corresponda. No debe olvidarse que la 
actividad aseguradora también es de interés público, por lo que debe existir es una política que 
no límite la inclusión pero que permita evaluar el riesgo con la real circunstancia de cada caso 
en concreto.

Por otro lado, de conformidad con el concepto previsto en el artículo 1740 del Código Civil, en 
virtud del cual «Es nulo todo acto o contrato a que falta alguno de los requisitos que la ley 
prescribe para el valor del mismo acto o contrato según su especie y la calidad o estado de las 
partes», se sugiere el evaluar el efecto perseguido frente a la estipulación contraria a lo 
propuesto, pudiéndose evaluar la figura de la ineficacia. En caso contrario se debe precisar el 
tipo de nulidad que se presentaría, atendiendo a que la disposición ya establece como 
consecuencia de la reticencia a la nulidad relativa del contrato de seguro.

A su vez, partiendo de figuras como el seguro por estipulación o a nombre de terceros, en donde 
el tomador del seguro puede ser unas personas diferentes del asegurado, se considera el evaluar 
la expresión «Será nula toda renuncia a lo estipulado en esta disposición por la parte que haya 
padecido la enfermedad de cáncer» (subrayado ajeno al texto original), con el fin de no excluir 
estipulaciones realizadas por personas diferentes al asegurado con el mentado antecedente.

2. Posibles incrementos en el costo del seguro: 

Con ocasión de la modificación incorporada en el proyecto de ley, en relación con la posibilidad 
de establecer una excepción de la obligación de declarar el estado del riesgo, contrario a su 
redacción en el texto radicado inicial de no considerar la reticencia, se genera un mayor impacto 
frente al análisis que debe adelantar la compañía de seguros.

Lo anterior, en tanto que al no requerir declaración conllevaría a que se adelante un estudio 
médico individual con impacto en el costo del seguro, o un amparo general con impacto en costos 
por la siniestralidad del grupo. Circunstancia igualmente relevante con ocasión a los diferentes 
planteamientos que frente a la reticencia y el deber de diligencia se ha presentado en el escenario 
judicial contractual y constitucional (ver Sentencia T025 de 2024 - Sala Séptima de Revisión- 
Corte Constitucional3).

3 El tomador incurre en reticencia cuando declara de forma inexacta las circunstancias que determinan el estado del riesgo, esto es, cuando el 
tomador incumple la obligación prevista en el artículo 1058 del CCo. Sin embargo, no toda reticencia o inexactitud en relación con las 
preexistencias en la declaración de asegurabilidad genera la nulidad del contrato. De acuerdo con el inciso 1º del artículo 1058 del CCo, así 
como la jurisprudencia constitucional y ordinaria, la reticencia sólo genera la nulidad relativa del contrato de seguro si se acreditan tres elementos 
o requisitos esenciales  (i) el elemento subjetivo -mala fe-; (ii) la trascendencia o relevancia de la prexistencia y (iii) el nexo de causalidad entre 
la preexistencia y el siniestro.
…

En tal sentido, es necesario advertir que la excepción establecida resulta de cierta forma lesiva 
para los consumidores al tener incertidumbre respecto al nexo causal de la afectación que llegara 
a darse en caso de afectar algún tipo de seguro. La especificación debe darse en el sentido de 
que se declare el estado de riesgo, pero esta no debe ser causal para que sean negados servicios 
o que aumente el nivel de riesgo bajo el cual se está cobijando a la persona; asimismo, que no 
se dé un aumento en la prima de seguro por esta causa.

Se debe de tener en cuenta los principios como el de transparencia e información cierta, 
suficiente y oportuna y el de libertad de elección, que deben regir las relaciones entre los 
consumidores financieros y las entidades vigiladas.   

Articulo 3

“«ARTÍCULO 3º. Con el fin de garantizar y mejorar el acceso a los servicios 
financieros, no podrán pactarse cláusulas, estipulaciones, condiciones o realizar 
cualquier negocio jurídico que implique discriminaciones por haber padecido la 
enfermedad de cáncer. Se prohíbe la denegación del acceso a la contratación de 
seguro, el establecimiento de procedimientos de contratación diferentes de los 
habitualmente utilizados por el asegurador o la imposición de condiciones más 
onerosas, por la razón de haber padecido cáncer. No se podrán exigir pruebas 
diagnósticas para la detección de enfermedades cancerígenas, en los términos del 
artículo 2° de la presente ley,  como requisito para acceder a la cobertura respectiva 
de protección. De igual manera, no se podrán incluir cláusulas de exclusión por 
haber padecido cáncer, de conformidad con los tiempos estipulados en el artículo 
2º de esta ley.

Parágrafo: En todo caso, los solicitantes de contratos de crédito o seguro deberán 
ser informados de las disposiciones del derecho al olvido oncológico en los 
términos de esta ley, en un formato y lenguaje claro y expreso para toda persona, a 
ser definido por la Superintendencia Financiera de Colombia, quien deberá 
diseñarlo e implementarlo dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley».

Con la incorporación de la prohibición respecto a denegar el acceso a la contratación de seguros, 
el establecimiento de procedimiento de contratación diferentes a los habitualmente utilizados por 
el asegurador y la imposición de condiciones más onerosas, entendiendo esta última el caso de 
extraprima, obliga a las aseguradoras a suscribir riesgos sin el conocimiento necesario sobre la 
naturaleza de este, que le permita tarifarlo de una manera adecuada y respetando los principios 
técnicos de equidad y suficiencia, de los que trata el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y 
definidos en los numerales 1.2.2.1. y 1.2.2.2. del  de la Parte  la 
Circular Básica Jurídica de la SFC. Situación está que, conllevaría a incluir el padecimiento de la 
mentada condición de salud dentro de los elementos básicos de la tarifación del seguro como 

De otro lado, la jurisprudencia constitucional y ordinaria ha sostenido que la aseguradora tiene un deber de debida diligencia para determinar el 
verdadero estado del riesgo, cuyo incumplimiento impide alegar la nulidad.
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impacto del comportamiento siniestral esperado, dependiente el tipo de seguro y amparos 
otorgados.

Las citadas normas disponen que conforme al principio de equidad «la prima y riesgo deben 
presentar una correlación positiva, de acuerdo con las condiciones objetivas del riesgo», mientras 
que respecto del principio de suficiencia «la tarifa debe cubrir  de riesgo 
y los costos propios de la operación, tales como los de adquisición, los administrativos, así como 
las utilidades». Lo anterior implicaría que la prohibición de la imposición de condiciones más 
onerosas tal como se propone en el artículo 3 del Proyecto de Ley, podría generar una 
subestimación del riesgo implicando una insuficiencia tarifaria.

Por lo anterior, se considera importante tener evidencia estadística que garantice que pasados 5 
años después de finalizado el tratamiento de cáncer, este no es recurrente, máxime cuando el 
texto inicial establecía 8 años y este se redujo a 5 años sin ninguna evidencia estadística que 
justifique el cambio.   

En lo que respecta a la exigencia impuesta a la SFC en el proyecto propuesto, respecto al diseño 
e implementación del formato con el cual se informará las disposiciones del derecho al olvido 
oncológico, se sugiere precisar cuáles serías las exigencias reglamentarias pretendidas de la 
entidad y las condiciones de estas.

Artículo 4.

«Artículo 4°. Régimen Sancionatorio. La infracción de la normatividad prevista en la 
presente ley conllevará a la imposición de sanciones por parte de la 
Superintendencia Financiera de Colombia en los términos del artículo 211 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

En caso de que la infracción también implique la violación del régimen de 
protección de datos personales, la Superintendencia de Industria y Comercio 
impondrá las sanciones correspondientes de conformidad con los artículos 22 y 
siguientes de la Ley 1581 de 2012.

Conviene argumentar que, si bien se trata de un dato sensible al ser relativo a la historia clínica 
de la persona, al tratarse de una información que sería analizada para efectos de acceder a 
servicios de la actividad aseguradora, su tratamiento debe darse bajo la ley 1266 de 2008, por lo 
que sería para esos efectos un dato personal financiero y el cumplimiento de la normativa es 
únicamente competencia de la SFC. No obstante, la aplicación del régimen sancionatorio de la 
Ley 1581 de 2012 se derivaría de una vulneración del derecho de habeas data, por el indebido 
tratamiento de un dato sensible, más no del incumplimiento de las obligaciones que incluye el 
Proyecto de ley al buscar modificar la naturaleza del contrato de seguro en Colombia. En ese 
sentido, debería sujetarse exclusivamente al régimen sancionatorio propio del sector seguros.

Finalmente, no es claro si el proyecto de Ley sólo aplica a compañías de seguros, lo cual les 
crearía una desventaja frente a otras instituciones que ofrecen productos como las medicinas 
prepagadas y planes complementarios de salud, los cuales conforme a lo dispuesto en el artículo 

41 de la Ley 1438 de 20114 sí podrían aplicar preexistencias a la entrada en vigencia del 
contrato5.

Asimismo, el objeto de la iniciativa puede implicar una vulneración al derecho de igualdad, 
teniendo en cuenta que existen otras enfermedades que pueden dar lugar a la imposición de 
extraprimas para los tomadores de la póliza que no se encuentran incluidas en el proyecto de 
ley6.

Quedamos atentos a poder resolver cualquier inquietud sobre el particular, reiterando nuestra 
disposición de apoyar la actividad legislativa, desde una perspectiva técnica y dentro de las 
competencias de esta Superintendencia.  

Cordialmente,

4 «Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones».
 ARTÍCULO 41. Protección al usuario. Las entidades habilitadas para emitir planes voluntarios no podrán incluir como preexistencias al tiempo 
de la renovación del contrato, enfermedades, malformaciones o afecciones diferentes a las que se padecían antes de la fecha de celebración del 
contrato inicial.
Las entidades que ofrezcan planes voluntarios de salud no podrán dar por terminado los contratos ni revocarlos a menos que medie 
incumplimiento en las obligaciones de la otra parte.
5 Comentarios del 7 marzo de 2024 de  la Subdirección de Investigación y Análisis de la Superintendencia Financiera de Colombia mediante 
solicitud de apoyo en correo electrónico.
6  Comentarios del del 13 de agosto de 2024 de la Delegatura para Consumidor Financieros de la Superintendencia Financiera de Colombia 
mediante solicitud de apoyo en correo electrónico.
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